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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]ADMINISTRACIÓN DELEGADA DE RECURSOS – Noción – Definición – Naturaleza jurídica – Mandato con o sin representación – Administración y pago – Por cuenta y riesgo del contratante
[…]
Tal como lo ha conceptuado anteriormente esta Agencia, la “administración delegada” se ha entendido, por lo menos, de dos maneras: i) como un mandato, es decir, como un negocio jurídico mediante el cual el contratista actúa en nombre y representación de la entidad contratante, y en contraprestación, la parte contratante delegante paga el costo real del objeto del contrato, adicionando un porcentaje por concepto de administración y utilidad del contratista; o ii) como una modalidad de administración y pago, no necesariamente asociada al mandato. […]

VALOR DEL CONTRATO – Administración delegada – Recursos entregados en administración – Honorarios o comisión – Integración de ambos componentes
[…]
Ese valor, tratándose de administración delegada, no se agota en los honorarios o comisión del administrador, sino que comprende también los recursos públicos entregados para su administración y ejecución. Como lo reitera la jurisprudencia recogida en este concepto, el contratista "recibe como valor del contrato los recursos de inversión o entregados en administración y los honorarios", de manera que ambos componentes conforman la magnitud del negocio y, por consiguiente, la base sobre la cual se establece la modalidad de selección. La mínima cuantía, procedente conforme al artículo 94 de la Ley 1474 de 2011 cuando el valor a contratar no excede del diez por ciento (10%) de la menor cuantía de la entidad, solo resulta viable si ese valor total no supera dicho tope, aun cuando los honorarios, considerados aisladamente, no lo hagan. […]
MODALIDADES DE SELECCIÓN – Determinación reglada – Valor del contrato como criterio – Mínima cuantía – Artículo 94 de la Ley 1474 de 2011
[…]
Por último, en cuanto a la modalidad de selección adecuada y pertinente para la escogencia del contratista, es oportuno indicar que la contratación pública comprende, entre otros aspectos, la toma de decisiones del gasto que las entidades realizan para la ejecución de los recursos públicos asignados mediante la adquisición de bienes, obras o servicios que satisfacen sus necesidades. Para las adquisiciones, las entidades estructuran procedimientos de contratación mediante las modalidades de selección previamente definidas en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP–. En esta medida, conforme el artículo 29 de la Constitución Política, los procesos de selección son una manifestación de la legalidad de las formas de cada proceso en sede administrativa. […]
DEBER DE PLANEACIÓN – Selección objetiva – Determinación y justificación de la modalidad – Estudios previos
[…]
La Corte Constitucional ha precisado que las modalidades de selección constituyen desarrollos reglados del principio de selección objetiva, adoptados dentro de la libertad de configuración del legislador, y que las modalidades simplificadas —como la mínima cuantía— no relevan a la entidad de observar los principios de transparencia, economía y selección objetiva[footnoteRef:1]. De allí que apartarse de la modalidad que corresponde según el valor del proceso no constituya una simple inobservancia de forma, sino el desconocimiento de reglas de orden público que desarrollan mandatos constitucionales. […] [1:  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-713 del 7 de octubre de 2009. M.P.: María Victoria Calle Correa. En el mismo sentido, Sentencia C-004 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo.] 

INDEBIDA ESTRUCTURACIÓN DEL PROCESO – Fraccionamiento – Elusión de la modalidad de selección – Vicio de ilegalidad – Trascendencia del vicio – Responsabilidades 
[…]
Tratándose de administración delegada, ese valor comprende los recursos entregados en administración y los honorarios; atender solo a estos últimos para encuadrar el contrato en la mínima cuantía —cuando el valor total supera su umbral— desatiende los deberes de planeación y de selección objetiva de los artículos 2 y 5 de la Ley 1150 de 2007 y la carga de justificar la modalidad sobre el valor estimado, prevista en el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015. Una estructuración semejante, según se expuso, puede configurar un fraccionamiento o una elusión de la modalidad que legalmente correspondería. […]
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Estimada señora Tatiana: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de concepto del 26 de junio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 
“(…) 1. ¿Es jurídicamente procedente que una entidad estatal adelante un proceso de mínima cuantía para celebrar un contrato de administración delegada cuando los honorarios o valor reconocido por la administración no superan la mínima cuantía, pero los recursos administrados y ejecutados por el contratista superan ampliamente dicho límite?

2. Para determinar la modalidad de selección aplicable, ¿debe tenerse en cuenta únicamente el valor de los honorarios o comisión del administrador, o debe considerarse el valor total de los recursos públicos comprometidos en la operación contractual, incluyendo los recursos que serán administrados y ejecutados por el contratista?

3. En un contrato de administración delegada de recursos, cuando el mismo contratista no solo administra sino que también ejecuta directamente las actividades financiadas con dichos recursos, ¿puede considerarse que existe una indebida estructuración del proceso contractual si la entidad utiliza la mínima cuantía tomando como referencia únicamente el valor de la administración?

4. ¿Podría configurarse un riesgo de elusión de la modalidad de selección correspondiente cuando se estructura un contrato como administración delegada por un valor equivalente a la mínima cuantía, pero la operación real implica la ejecución de recursos públicos por una suma muy superior?.” 

	De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Es jurídicamente procedente celebrar un contrato de administración delegada de recursos mediante la modalidad de selección de mínima cuantía?; ii) Para determinar la modalidad de selección, ¿debe atenderse al valor de los honorarios o comisión del administrador, o al valor total de los recursos públicos comprometidos en la operación?; y iii) ¿configura una indebida estructuración o una elusión de la modalidad de selección estructurar el contrato por el valor de la mínima cuantía atendiendo solo a los honorarios, cuando la operación real implica administrar y ejecutar recursos por una suma muy superior?

2. Respuesta:

	En respuesta a los interrogantes planteados, esta Subdirección debe señalar que: 
i. La administración delegada de recursos puede celebrarse mediante la modalidad de mínima cuantía. Al amparo de la autonomía de la voluntad y de la remisión que los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993 hacen a las normas civiles y comerciales, las entidades estatales están habilitadas para pactar esta forma de administración de recursos, sin que exista una prohibición para adelantar su selección por dicha modalidad. Su procedencia, no obstante, no depende de la naturaleza de la figura, sino del valor del contrato.
ii. Ese valor, tratándose de administración delegada, no se agota en los honorarios o comisión del administrador, sino que comprende también los recursos públicos entregados para su administración y ejecución. Como lo reitera la jurisprudencia recogida en este concepto, el contratista "recibe como valor del contrato los recursos de inversión o entregados en administración y los honorarios", de manera que ambos componentes conforman la magnitud del negocio y, por consiguiente, la base sobre la cual se establece la modalidad de selección. La mínima cuantía, procedente conforme al artículo 94 de la Ley 1474 de 2011 cuando el valor a contratar no excede del diez por ciento (10%) de la menor cuantía de la entidad, solo resulta viable si ese valor total no supera dicho tope, aun cuando los honorarios, considerados aisladamente, no lo hagan.
iii. De lo anterior se desprende que atender únicamente a los honorarios para encuadrar el contrato en la mínima cuantía, cuando el valor total de los recursos administrados y ejecutados desborda ese límite, desatiende el deber de planeación y la correcta determinación de la modalidad de selección –artículos 2 y 5 de la Ley 1150 de 2007–, con mayor razón cuando el mismo contratista, además de administrar, ejecuta directamente las actividades financiadas con dichos recursos. Una estructuración de esa índole puede constituir un fraccionamiento o una elusión de la modalidad de selección que legalmente correspondería. No se trata de un defecto meramente formal, sino de una infracción de normas imperativas y de orden público que rigen la escogencia de la modalidad, con aptitud para afectar la legalidad del procedimiento y la validez del contrato en la medida en que comprometa la concurrencia, la igualdad y la selección objetiva —según el criterio de trascendencia o materialidad del vicio—, y con aptitud, además, para dar lugar a responsabilidades disciplinarias, fiscales o penales según el régimen aplicable al momento de los hechos. En todo caso, la calificación de la irregularidad y de sus consecuencias en el caso concreto no corresponde a esta Agencia, sino al juez del contrato y a las autoridades de control disciplinario, fiscal y penal, según la materia.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

El artículo 1º de la Ley 80 de 1993 –EGCAP-, determina que su objetivo es disponer de reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales. En ese sentido, el artículo 32 ibidem define los contratos estatales como “todos los actos jurídicos, generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere este estatuto (art. 2), previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad”. 
En este contexto, el sistema de compras públicas puede apoyarse en normas de derecho civil y comercial. Respecto a las entidades sometidas a la Ley 80 de 1993, el inciso primero del artículo 13 dispone que “Los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley”. Esta posición se reitera en el EGCAP al señalar que “Las estipulaciones de los contratos serán las que de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza” –art. 40, inciso primero–.
[bookmark: _Hlk121750642]De esta manera, las entidades estatales regidas por el EGCAP están habilitadas para celebrar los contratos que suelen celebrar los particulares entre sí, en virtud del principio de autonomía de la voluntad establecido en el artículo 1602 del Código Civil. En ese sentido, las entidades podrán pactar formas de mandato o formas de administración de recursos como la administración delegada, teniendo en cuenta la remisión de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993 a las normas comerciales y civiles. En el escenario en que la administración delegada se pacte entre entidades estatales mediante contrato interadministrativo, deberá verificarse, además, que no se configure la excepción del artículo 2, numeral 4, literal c), de la Ley 1150 de 2007, relativa a las entidades que desarrollan actividades en competencia.
Tal como lo ha conceptuado anteriormente esta Agencia, la “administración delegada” se ha entendido, por lo menos, de dos maneras: i) como un mandato, es decir, como un negocio jurídico mediante el cual el contratista actúa en nombre y representación de la entidad contratante, y en contraprestación, la parte contratante delegante paga el costo real del objeto del contrato, adicionando un porcentaje por concepto de administración y utilidad del contratista; o ii) como una modalidad de administración y pago, no necesariamente asociada al mandato. 
Al respecto, el Consejo de Estado se refirió a la administración delegada en el contrato de obra pública así: 

“El contrato de obra pública por administración delegada no constituye una figura nueva en el derecho colombiano como que de él ya se ocupaba tanto el artículo 85 del decreto 150 de 1976, como los artículos 90 a 100 del decreto 222 de 1983. Este negocio jurídico es entendido como aquel en el que el contratista, por cuenta y riesgo de la entidad pública contratante se encarga de la ejecución del objeto convenido, o lo que es igual, bajo este sistema el contratista actúa a nombre y por cuenta del contratante delegante. 
Bajo este sistema la administración paga el costo real de la obra, más determinado porcentaje como retribución al contratista por concepto de honorarios de administración (en los que se incluyen costos de personal, oficinas, vehículos, desplazamientos etc.) y la utilidad”[footnoteRef:2].  [2:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 06 de junio de 2007. Exp. No. 17.253. C.P: Ruth Stella Correa Palacio.] 


En similar postura, la Sección Tercera del Consejo de Estado[footnoteRef:3] ha sostenido que  [3:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 12 de agosto de 2019. Exp. No. 38603. C.P: María Adriana Marín. ] 


“(…) es entendido como aquel negocio jurídico en el que el contratista, por cuenta y riesgo del contratante, se encarga de la ejecución del objeto del convenio, a cambio de unos honorarios que pueden pactarse en forma de porcentaje sobre el valor de la obra o como precio fijo.

El administrador delegado, tiene como obligación esencial, la de tomar bajo su responsabilidad la dirección técnica de la obra, de conformidad con las cláusulas del respectivo contrato, la cual es de propiedad de la entidad estatal.

En el evento de que el administrador delegado celebre subcontratos para efectos de la ejecución del objeto convenido, él será el único responsable de los mismos[footnoteRef:4]”. [4:  RICO PUERTA, Luís Alfonso. Teoría General y Práctica de la Contratación Estatal, Décima edición, pág. 240 y 241.] 


En este contexto específico, la administración delegada consiste en la modalidad mediante la cual el contratista recibe unos recursos en administración que se encuentran destinados a cubrir los costos de un determinado proyecto. Por la ejecución de estas actividades de administración que realiza por cuenta del contratante, el contratista recibe a título de pago unos honorarios.
La administración delegada puede comprender actividades de administración y gestión de otro tipo de actividades y contratos, con lo cual es similar al contrato de mandato. Sobre este aspecto, la Sección Cuarta del Consejo de Estado precisó que la administración delegada reviste de la misma esencia de la relación contractual propia del mandato, en el entendido de que el contratista representa, administra y gestiona el contrato[footnoteRef:5]. Por ello, el contratista recibe como valor del contrato los recursos de inversión o entregados en administración y los honorarios, imponiéndosele, en virtud del principio de transparencia, el deber de identificar con claridad cada uno de estos valores y de rendirle cuentas a la entidad contratante, como a los órganos de control, si estos lo solicitan.  [5:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Cuarta. Sentencia del 16 de septiembre de 2010. Exp. No. 16605. C.P: Carmen Teresa Ortiz.] 

Esta comprensión encuentra respaldo directo en la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, conforme a la cual los dos elementos del precio en el contrato de administración delegada son el costo de las obras o actividades y los honorarios del contratista, de modo que ambos factores, asumidos por la entidad contratante, integran el valor del contrato; lo único que varía es la forma de pago al contratista[footnoteRef:6]. La magnitud económica del negocio no se identifica, entonces, con la contraprestación que finalmente ingresa al patrimonio del contratista, sino con la totalidad de los recursos públicos comprometidos en la operación. [6:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 3 de agosto de 2017. Exp. No. 39113. C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. En el mismo sentido, la Sentencia del 6 de junio de 2007, Exp. No. 17253. ] 

Conviene precisar esta conclusión frente a una objeción previsible. Es cierto que, para ciertos efectos, el ordenamiento atiende únicamente a los honorarios o comisión del administrador; así ocurre, señaladamente, con la base gravable del impuesto sobre las ventas, que en la administración delegada se liquida sobre la remuneración del contratista y no sobre el valor total de la obra[footnoteRef:7]. No obstante, ese tratamiento responde a la lógica tributaria de gravar el servicio efectivamente prestado y no altera la magnitud del negocio para efectos contractuales. Para determinar la modalidad de selección, lo relevante no es la contraprestación neta del contratista, sino la dimensión económica del proceso de contratación y el volumen de recursos públicos que se comprometen y ejecutan; de ahí que el valor de referencia para encuadrar el proceso comprenda tanto los recursos entregados en administración como los honorarios. [7:  Decreto 1372 de 1992, artículo 3.° (compilado en el artículo 1.3.1.7.9 del Decreto 1625 de 2016). En igual sentido, DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES. Oficio 900421 de 2020] 

Así lo ha señalado la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado:

“Según la jurisprudencia del Consejo de Estado (sección tercera, sentencias de 12 de septiembre de 1994 y 23 de marzo de 1995), el sistema de administración delegada se realiza “por cuenta y riesgo del contratante”, por lo cual coloca al contratista en la posición de un representante que no contrae obligaciones a nombre propio sino del contratante, salvo en tratándose de subcontratos, o sea cuando el contratista encomienda la ejecución de parte del objeto del contrato a un tercero, pues en este evento el subcontratista se vincula en forma directa e independiente con el contratista.

Se comprende entonces que corresponda a la entidad contratante suministrar los fondos necesarios para el cumplimiento de las funciones u obligaciones del contratista; fondos que el administrador delegado manejará bajo su propia responsabilidad, con la obligación de rendir cuentas a la entidad respectiva y a la Contraloría General de la República. Adicionalmente, también se podrán suministrar al contratista equipos y elementos de propiedad de la entidad contratante”[footnoteRef:8]. [8:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de 7 febrero de 1997, Rad. 934, C. P. Javier Henao Hidrón.  ] 


Posteriormente, el Consejo de Estado, en su Sala de Consulta y Servicio Civil[footnoteRef:9], indicó que en los contratos de administración delegada, se puede pactar la ejecución de un proyecto en su totalidad, donde la Entidad Estatal mantiene la titularidad de éste y de los dineros destinados para su ejecución, mientras que el contratista sólo los administra y ejecuta a cambio de una contraprestación, que cuando se entrega a título de pago, se desplaza al patrimonio del contratista sin ningún condicionamiento.  [9:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto 2298 del 8 de marzo de 2017. C.P: Edgar González López.] 

En este contexto, es preciso citar la sentencia del 20 de noviembre de 2020[footnoteRef:10], que reiteró que, si bien las normas del mandato se integren al contenido del contrato de obra por administración delegada no quiere decir que el contratista obre en nombre y representación del contratante frente a terceros. Sobre el tema, la providencia reiteró que la representación no es un elemento de la esencia de este negocio jurídico, como se deduce del artículo 2.177 del Código Civil, que prescribe que el “mandatario puede, en el ejercicio de su cargo, contratar a su propio nombre, caso en el cual no obliga respecto de terceros al mandante”. De igual forma, el inciso segundo del artículo 1.262 del Código de Comercio también contempla que “el mandato [comercial] puede conllevar o no la representación del mandante”.  [10:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 20 de noviembre de 2020. Exp. No. 7201. C.P: José Roberto Sáchica Méndez.] 

En ese sentido, la providencia en cita indicó que el elemento esencial que se debe observar del contrato de mandato es que el mandatario obra por cuenta del mandante en cumplimiento de su gestión. Esto quiere decir que, los efectos patrimoniales de los actos que ejecute el mandatario en su administración se radican en cabeza del mandante siempre que no se exceda en los límites de su encargo, como se deduce de los artículos 2.186 del Código Civil y 1.266 del Código de Comercio[footnoteRef:11].  [11:  En este sentido, la jurisprudencia de la Subsección ha destacado que “[d]os de los elementos descriptores que tanto la legislación civil como la mercantil comparten en torno al mandato aluden a i) que la gestión confiada se hace por cuenta y riesgo del mandante y ii) los actos ejercidos por el mandatario no obligan al mandante si han excedido los límites del encargo”. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 1 de octubre de 2018. Radicado: 13001-23-31-000-2012-00022-01 (57897). C.P: Marta Nubia Velásquez Rico. ] 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha dicho que el mandato puede constituir representación o no, y que cuando las partes optan que se ejerza sin representación conlleva que:

 “entre mandante y terceros no surjan vínculos jurídicos y carezcan, por ende, de legitimación para emprender acciones judiciales entre sí. No obstante, esto no quiere decir que el sustituido se mantenga totalmente al margen de la situación y que los resultados del negocio no lo alcancen: (…) aunque obra frente a terceros en nombre propio, sigue haciéndolo por cuenta ajena, la del mandante, y a riesgo de éste, cual lo define el reseñado artículo 1262 del Código de Comercio, de modo que sobre su patrimonio habrán de recaer, en últimas, los resultados del acto”[footnoteRef:12].  [12:  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil. Sentencia del 17 de abril de 2007. Exp. No. 00645. M.P: Pedro Octavio Munar Cadena. ] 


La administración delegada asociada al mandato será distinta de aquella que se pacta para la administración o pago, como los casos señalados que no implican un contrato de mandato. 
Recientemente, el Consejo de Estado en sentencia del 20 de junio de 2023, reiterando lo expuesto por esta Corporación frente a la esencia del mandato en la administración delegada, señaló lo siguiente: 

“En el contrato de obra por administración delegada, el administrador delegado, se encarga, por cuenta y riesgo del contratante, de la ejecución del objeto convenido, figura que por ende entraña la relación contractual propia del mandato, pues en los términos del artículo 2142 del Código Civil, el contratante “confía la gestión de uno más negocios a otra por cuenta y riesgo de la primera”, y con ocasión de la ejecución del encargo, el mandatario, a su vez y como regla general, contrata en nombre del mandante; no obstante, la regla general antes indicada tiene su excepción, pues tal como es dispuesto por el artículo 2177 ejusdem, el mandatario “puede, en el ejercicio de su cargo, contratar a su propio nombre o al del mandante” y “si contrata a su propio nombre no obliga respecto de terceros al mandante[footnoteRef:13]”. [13:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 20 de junio de 2023. Exp. No. 61174. C.P: José Roberto Sáchica Méndez.] 


Lo anterior evidencia que la ejecución de la administración delegada asociada a un mandato implica que la entidad ejecutora realice todas las actividades necesarias para la ejecución del objeto convenido, por cuenta y riesgo del mandante. Se sigue entonces que la administración delegada puede requerir que el contratista adelante procesos de selección para subcontratar de actividades que sean necesarias para el cumplimiento del objeto del contrato. En estos casos, la ejecución de actividades de subcontratación en cumplimiento del mandato no implica una delegación de funciones en cabeza del mandante.
En este sentido, el Consejo de Estado ha indicado sobre la subcontratación en el marco de la administración delegada que “aunque el administrador delegado tiene como obligación esencial tomar bajo su responsabilidad la dirección técnica de la obra, la cual es de propiedad de la entidad estatal, en el evento de que el administrador delegado celebre subcontratos para efectos de la ejecución del objeto convenido, él será el único responsable de los mismos”[footnoteRef:14]. En este sentido, si bien la administración delegada implica la realización o ejecución del objeto convenido, junto con la administración de los recursos, en caso de que se celebren subcontratos no se genera una relación jurídica entre la entidad contratante y los terceros.   [14:  Ibídem.] 

Así pues, teniendo en cuenta que el artículo 40 de la Ley 80 de 1993 dispuso que podrán incluirse las modalidades, condiciones y, en general, las cláusulas o estipulaciones que las partes consideren necesarias y convenientes, de acuerdo con las normas civiles, comerciales, que correspondan a su esencia y naturaleza, siempre que no sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden público y a los principios y finalidades de esta Ley y a los de la buena administración, las entidades estatales podrán celebrar la administración delegada como forma de mandato, por el cual la entidad estatal contratante –mandante– encomienda a la entidad estatal contratista –mandataria– la administración de un proyecto. 
Adicionalmente, en estos negocios jurídicos el contratista recibe unos recursos en administración que deben estar destinados a cubrir los costos del proyecto y, además, tendrá derecho a recibir una remuneración o pago de honorarios por dicha gestión. Sobre lo primero, es importante resaltar que los fondos que la entidad entregue al contratista son para el cumplimiento de sus funciones y obligaciones, y el administrador delegado deberá manejarlos bajo su propia responsabilidad. En esta labor, deberá rendir cuentas a la entidad y a los entes de control pues se trata de recursos públicos destinados a cumplir con un fin de esta naturaleza. En este sentido, el contratista debe cumplir obligaciones claras frente a la gestión y ejecución de los recursos que le han sido trasladados en administración.
Por último, en cuanto a la modalidad de selección adecuada y pertinente para la escogencia del contratista, es oportuno indicar que la contratación pública comprende, entre otros aspectos, la toma de decisiones del gasto que las entidades realizan para la ejecución de los recursos públicos asignados mediante la adquisición de bienes, obras o servicios que satisfacen sus necesidades. Para las adquisiciones, las entidades estructuran procedimientos de contratación mediante las modalidades de selección previamente definidas en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP–. En esta medida, conforme el artículo 29 de la Constitución Política, los procesos de selección son una manifestación de la legalidad de las formas de cada proceso en sede administrativa[footnoteRef:15]. [15:  Al respecto, la jurisprudencia explica que la garantía del debido proceso “[…] tampoco es exclusiva de los procedimientos sancionatorios contractuales, sino de los demás trámites administrativos que se surten al interior de la actividad contractual, que también deben garantizar un procedimiento previo que racionalice las decisiones que se adoptan a través suyo. Los más representativos son los procesos de selección de contratistas, cuyas etapas y requisitos son de estricta observancia, tanto para la administración como para los participantes, en señal de respeto al principio de legalidad como a este derecho que integra el debido proceso”. CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 23 de junio de 2010. Radicado: 25000-23-26-000-1994-00225-01 (16367). C.P. Enrique Gil Botero.] 

Esta exigencia tiene, además, raigambre constitucional. El artículo 209 de la Constitución somete la función administrativa a los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía e imparcialidad, de los que la selección objetiva es concreción en materia contractual. La Corte Constitucional ha precisado que las modalidades de selección constituyen desarrollos reglados del principio de selección objetiva, adoptados dentro de la libertad de configuración del legislador, y que las modalidades simplificadas —como la mínima cuantía— no relevan a la entidad de observar los principios de transparencia, economía y selección objetiva[footnoteRef:16]. De allí que apartarse de la modalidad que corresponde según el valor del proceso no constituya una simple inobservancia de forma, sino el desconocimiento de reglas de orden público que desarrollan mandatos constitucionales. [16:  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-713 del 7 de octubre de 2009. M.P.: María Victoria Calle Correa. En el mismo sentido, Sentencia C-004 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo.] 

De conformidad con lo anterior, con la reforma introducida por la Ley 1474 de 2011, las modalidades de selección a las que actualmente pueden recurrir las Entidades Estatales para adelantar sus procesos de contratación estatal son: 1) la licitación pública, 2) la selección abreviada, 3) el concurso de méritos, 4) la mínima cuantía y 5) la contratación directa. 
El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública (compuesto principalmente por la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1082 de 2015) señala las etapas y requisitos que deben cumplir las entidades para adelantar cada uno de estos procedimientos, incluyendo las circunstancias que los hacen procedentes para la adquisición de obras, bienes y servicios. Con base en este marco jurídico, cada entidad es responsable de determinar la modalidad de selección adecuada para satisfacer su necesidad y estructurar sus procedimientos contractuales en cumplimiento de los principios de la función administrativa, los presupuestales y los de contratación pública. 
Si bien el Estatuto prevé distintas modalidades de selección, competitivas y no competitivas, sujetas a procedimientos distintos, todas deben agotar una etapa precontractual en la que se realiza la planeación del contrato, lo cual se refleja en el análisis del sector económico y en los estudios previos. Durante la etapa de planeación, las entidades deben, entre otras cosas, determinar la modalidad de selección adecuada para adelantar el proceso de contratación.
La planeación contractual es una herramienta de gerencia pública, que exige estructurar el proceso contractual dedicando tiempo y esfuerzos para elaborar estudios previos; con el fin de determinar la necesidad que pretende satisfacer la Entidad Estatal y cuál es la mejor manera de hacerlo, consultando el tipo de bienes y servicios que ofrece el mercado y sus características, especificaciones, precios, costos, riesgos, garantías, disponibilidad, oferentes, etc. Lo anterior, con la finalidad de realizar la escogencia diligente de la mejor oferta, para beneficiar los intereses y fines públicos inmersos en la contratación de las Entidades Estatales.
El EGCAP contiene disposiciones que exigen a las Entidades Estatales el deber de realizar una planeación adecuada en la etapa precontractual, para que los procesos de contratación satisfagan las necesidades de la Administración, cumplan sus fines, logren la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y permitan la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran en la consecución. En concordancia con lo anterior, el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 señala el contenido mínimo de los estudios y documentos previos, entre el cual se incluye necesariamente la identificación de la modalidad de selección del contratista y su justificación, incluyendo los fundamentos jurídicos.
Para estos efectos, el valor que sirve de referencia es el valor total estimado del proceso —el presupuesto oficial calculado en los estudios previos, integrado por los recursos que se entregarán en administración y por los honorarios—, con independencia de que en la administración delegada el costo definitivo solo se liquide durante la ejecución. La Sala de Consulta y Servicio Civil ha advertido que, en esta figura, la cláusula del valor cumple la función de un cálculo estimado del costo probable[footnoteRef:17]; por ello, la modalidad de selección se define en la planeación a partir de esa estimación total, y no del monto que resulte finalmente liquidado. Sostener que la referencia es únicamente el valor de los honorarios equivaldría a fijar la modalidad sobre una fracción del negocio, desatendiendo el volumen real de recursos públicos objeto de administración y ejecución. [17:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 18 de julio de 2002. Rad. 1439. C.P. Susana Montes de Echeverri.] 

Al respecto, el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 establece las modalidades de selección aplicables a las entidades sometidas al EGCAP, indicando que la escogencia del contratista se efectuará por regla general bajo la modalidad de licitación pública, con las excepciones que señalan los numerales 2, 3 y 4 de dicho artículo. Dicho esto, las Entidades Estatales deben adelantar sus procesos de contratación, por regla general, mediante la modalidad de licitación pública. De esta forma, salvo que se configure alguno de los supuestos que la norma establece para que sea procedente un procedimiento distinto, la entidad deberá adelantar su contratación mediante dicha modalidad de selección.
En efecto, la licitación pública, la selección abreviada, el concurso de méritos y la mínima cuantía son modalidades de selección competitivas o abiertas a competencia, ya que en ellas tiene lugar la participación de varios proponentes en una fase pública de presentación de ofertas. Esto permite que todas las personas interesadas concurran al proceso en igualdad de condiciones y compitan en el mismo. En contraste, la modalidad de selección de contratación directa no es competitiva, es decir, que no es abierta a los proponentes para que los interesados presenten sus ofertas. En esta, es la entidad la que determina, de forma directa, la persona que puede participar y que será seleccionada.

No puede desconocer las entidades estatales que la elección y aplicación de las modalidades de selección indicadas deben enmarcarse dentro del principio de la selección objetiva. Se trata del postulado que exige que la escogencia de la oferta ganadora deba fundamentarse en factores objetivos, de carácter técnico, jurídico y financiero, y no en criterios subjetivos, como el afecto, la amistad, el ánimo de ayuda, el interés personal, etc. Si bien dentro de la historia de la contratación pública en Colombia se vislumbran antecedentes normativos que consagraban dicho principio[footnoteRef:18], en la actualidad la disposición legal que lo prevé es el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 88 de la Ley 1474 de 2011 y por el artículo 5 de la Ley 1882 de 2018.  [18:  Al respecto, conviene recordar el artículo 29 de la Ley 80 de 1993, derogado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007, que establecía: “La selección de contratistas será objetiva.
Es objetiva la selección en la cual la escogencia se hace al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva.
Ofrecimiento más favorable es aquel que, teniendo en cuenta los factores de escogencia, tales como cumplimiento, experiencia, organización, equipos, plazo, precio y la ponderación precisa, detallada y concreta de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones o términos de referencia o en el análisis previo a la suscripción del contrato, si se trata de contratación directa, resulta ser el más ventajoso para la entidad, sin que la favorabilidad la constituyan factores diferentes a los contenidos en dichos documentos, sólo alguno de ellos, el más bajo precio o el plazo ofrecido. El menor plazo que se ofrezca inferior al solicitado en los pliegos, no será objeto de evaluación”.
El administrador efectuará las comparaciones del caso mediante el cotejo de los diferentes ofrecimientos recibidos, la consulta de precios o condiciones del mercado y los estudios y deducciones de la entidad o de los organismos consultores o asesores designados para ello.
En caso de comparación de propuestas nacionales y extranjeras, se incluirán los costos necesarios para la entrega del producto terminado en el lugar de su utilización”.] 

El desconocimiento de estas reglas no es inocuo. Esta Agencia ha señalado que fraccionar la unidad natural del objeto —o estructurar el proceso de modo que su valor de referencia no alcance el umbral de la modalidad que legalmente correspondería— con el propósito de eludir el procedimiento de selección más riguroso, acarrea la nulidad absoluta del contrato en los términos de los artículos 44 y 45 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:19]. En el mismo sentido, el Consejo de Estado ha precisado que cuando la administración, sabiendo ex ante que el valor del contrato impone una modalidad determinada, reduce artificiosamente ese valor para acudir a un procedimiento menos exigente, incurre en una conducta que compromete el principio de transparencia y da lugar a la declaratoria de nulidad absoluta[footnoteRef:20]. La estructuración de un contrato de administración delegada por el solo valor de los honorarios, cuando los recursos administrados y ejecutados desbordan el umbral de la mínima cuantía, es susceptible de este reproche, con mayor razón cuando el mismo contratista administra y ejecuta directamente las actividades financiadas. [19:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE–. Conceptos C-086 de 2025 y C-002 de 2026.]  [20:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 31 de enero de 2011. Exp. No. 17767, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz. ] 

			Conforme lo expuesto, el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública establece los criterios y aspectos que deben tener en cuenta las Entidades Estatales para que, como estructuradoras de sus procesos, determinen la modalidad de contratación que mejor se ajuste al interés general y a la satisfacción de su necesidad, en cumplimiento de lo establecido en la normativa. Lo anterior, hace parte del deber de planeación que deben cumplir las Entidades Estatales, por lo que hace parte del análisis que realicen de su necesidad y de la mejor forma de satisfacerla durante la etapa precontractual.
En consecuencia, la correcta determinación de la modalidad de selección presupone haber establecido el valor del proceso conforme a la naturaleza del negocio. Tratándose de administración delegada, ese valor comprende los recursos entregados en administración y los honorarios; atender solo a estos últimos para encuadrar el contrato en la mínima cuantía —cuando el valor total supera su umbral— desatiende los deberes de planeación y de selección objetiva de los artículos 2 y 5 de la Ley 1150 de 2007 y la carga de justificar la modalidad sobre el valor estimado, prevista en el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015. Una estructuración semejante, según se expuso, puede configurar un fraccionamiento o una elusión de la modalidad que legalmente correspondería. 
En suma y conforme al interrogante que se plantea en esta consulta, es importante advertir que compete a cada Entidad Estatal que considere celebrar un contrato específico, definir la modalidad de selección adecuada.
Finalmente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno al problema jurídico planteado debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados de adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. 
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse a un asunto particular y concreto, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada Entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículos 29 y 209.
· Ley 80 de 1993. Artículos 1, 2, 13, 24 (numeral 8), 32, 40, 44 y 45.
· Ley 1150 de 2007. Artículos 2 y 5.
· Ley 1474 de 2011. Artículos 88 y 94.
· Ley 1882 de 2018. Artículo 5.
· Código Civil. Artículos 1602, 2142, 2177 y 2186.
· Código de Comercio. Artículos 1262 y 1266.
· Decreto 1082 de 2015. Artículos 2.2.1.1.1.3.1 y 2.2.1.1.2.1.1.
· Decreto 1372 de 1992. Artículo 3.° (compilado en el artículo 1.3.1.7.9 del Decreto 1625 de 2016).
· CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-713 del 7 de octubre de 2009. M.P.: María Victoria Calle Correa.
· CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil. Sentencia del 17 de abril de 2007. Exp. 00645. M.P.: Pedro Octavio Munar Cadena.
· CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 7 de febrero de 1997. Rad. 934. C.P.: Javier Henao Hidrón.
· CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto 2298 del 8 de marzo de 2017. C.P.: Édgar González López.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 6 de junio de 2007. Rad. 25000-23-26-000-1996-02482-01 (17253). C.P.: Ruth Stella Correa Palacio.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 31 de enero de 2011. Rad. 25000-23-26-000-1995-0867-01 (17767). C.P.: Olga Mélida Valle de De la Hoz.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 3 de agosto de 2017. Rad. 05001-23-31-000-1999-03876-01 (39113). C.P.: Stella Conto Díaz del Castillo.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 1 de octubre de 2018. Exp. 57897. C.P.: Marta Nubia Velásquez Rico.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 20 de noviembre de 2020. Exp. 47201. C.P.: José Roberto Sáchica Méndez.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 20 de junio de 2023. Exp. 61174. C.P.: José Roberto Sáchica Méndez.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Cuarta. Sentencia del 16 de septiembre de 2010. Exp. 16605. C.P.: Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Cuarta. Sentencia del 15 de octubre de 2021. Exp. 24376. C.P.: Myriam Stella Gutiérrez Argüello.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre contratos cuyo objeto se contempla la administración delegada de recursos esta entidad se ha pronunciado en los conceptos C-593 de del 9 de octubre de 2020, C-691 del 27 de noviembre de 2020, C-173 del 23 de abril de 2021, C-021 de 24 de febrero de 2023, C-160 de 2023, C-911 del 31 de diciembre de 2024, C-134 del 24 de febrero de 2025, C-228 del 27 de marzo de 2025, C-1051 del 9 de septiembre de 2025, C-1152 del 23 de septiembre de 2025, C-1446 del 13 de noviembre de 2025, y C-1718 del 22 de diciembre de 2025. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos    

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Aprovechamos la oportunidad para manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 
· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía: 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio): +57 601 7456788
· Línea de servicio y atención al ciudadano: +57 601 7956600
· Página web: www.colombiacompra.gov.co

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: ]
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